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Universidad Atlántida Argentina

Facultad de Derecho

Derecho Comercial 1

Ejercitación para la UNIDAD 2 punto 3

Lectura: Sentencia DISTRIBUIDORA COLON SA. C/ EDUARDO JABASE 

Valor probatorio de los libros de comercio

1-Cuáles son los temas motivo del agravio en la apelación?
2-Ambas partes son comerciantes? Incide esto en la apreciación de la prueba?

3-Una registración en un libro propio del comerciante crea un derecho a favor del mismo comerciante que la realiza?
4-Pueden ser utilizados los libros de comercio contra no comerciantes? 

5-En este sentido la mera negativa del no comerciante sirve para desvirtuar los libros de comercio de la contraparte?

6-Según el dictamen del perito, lleva la actora su contabilidad en forma legal?
SENTENCIA NÚMERO: 149.-

En la Ciudad de Córdoba a los veintiocho días del mes de noviembre del año dos mil dos, reuniéronse en Acuerdo Público los Sres. Vocales de la Excma. Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil y Comercial de esta Ciudad, Dres. Mario Sársfield Novillo, Miguel Angel Bustos Argañarás y Héctor H. Liendo, con la asistencia de la Secretaria Actuante a los fines de dictar fallo en los autos caratulados: "DISTRIBUIDORA COLON SA. C/ EDUARDO JABASE - ORDINARIO", procedentes del Juzgado de Primera Instancia y Trigésima Quinta Nominación en lo Civil y Comercial, por haberse deducido recurso de apelación en contra de la sentencia número doscientos ochenta y dos de fecha quince de abril del año dos mil dos (fs. 179/182), que resolvía: "I) Hacer lugar a la demanda entablada por Distribuidora Colón S.A. en contra de Eduardo Jabase, y en consecuencia condenar a este último a abonar a la firma actora en el término de diez días la suma de pesos cinco mil doscientos cincuenta y ocho con noventa y ocho ctvos. ($ 5.258,93), con más los intereses establecidos en el considerando V) y costas. 2) Regular los honorarios del Dr. Carlos Alberto Alveroni en la suma de pesos un mil setecientos ($ 1.700); y en la suma de pesos setenta y tres con cincuenta y tres ($ 73,53), en concepto del art. 99 inc. 5° de la ley 8226. 3) Regular los honorarios del Dr. Gustavo Rodolfo Castellano por sus tareas profesionales en la suma de pesos doscientos ($ 200). 4) Regular los honorarios del perito contador designado en autos Contador Alejandro Molnar por sus tareas en los presentes en la suma de pesos doscientos cuarenta y cinco ($ 245). Protocolícese ... FIRMADO: Dra. María Cristina Sanmartino de Mercado (Juez). Protocolícese...".


El Tribunal se planteó las siguientes cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Procede el recurso de apelación del accionado?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?


Efectuado el sorteo de Ley resultó que los Sres. Vocales emitirán sus votos en el siguiente orden: Dres. Mario Sársfield Novillo, Miguel Angel Bustos Argañarás y Héctor H. Liendo.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. MARIO SÁRSFIELD NOVILLO, dijo:

I. Mediante apoderado, el accionado dedujo recurso de apelación en contra de la Sentencia de la Señora Juez a quo que resolvía en la forma en que ha quedado transcripto en el exordio del presente.

II. Concedido el remedio y radicadas las actuaciones en esta Sede, el apelante expresa agravios que se relacionan con la valoración de la prueba realizada por la a quo, especialmente, la que hace respecto de la pericial contable practicada y la ponderación de los libros de comercio de la accionante, (ver fs. 191/195).

III. El representante de la parte actora, contesta el traslado que le fuera conferido pidiendo el rechazo del remedio y la confirmación del fallo, (ver fs. 196/198).

IV. El pronunciamiento impugnado de fs. 179/182, contiene una adecuada relación de causa que junto a los escritos de las partes a los que se ha hecho referencia, se da por reproducida para satisfacer la exigencia del art. 329 del C. P. C. C.

V. En este pleito, se discute la deuda que habría contraído el Sr. Eduardo Jabase con Distribuidora Colón S. A. mediante la adquisición de distintos materiales y elementos de la construcción que se reclaman según el detalle de las facturas de cuenta corriente y remitos que lucen a fs. 10/74.

VI. Desde esa perspectiva, no cabe duda alguna que “La cuestión a dirimir, es propia del derecho mercantil y, por consiguiente, la valoración de las pruebas tendientes a acreditar los hechos invocados, debe realizarse de un modo distinto al que corresponde cuando el asunto es netamente civil”, (cf. en los Protocolos de este Tribunal mis votos en: Sentencia nº 164, dictada el 23/X/90, in re “Rumbo Soc. de Hecho c/. Centro Gastronómico S. A. - Ordinario”, Sentencia nº 200, del 20/12/90, en autos: “DIMAFO c/. Juan José Arenas - Ordinario”, Sentencia nº 35 dictada el 16  de  Abril de mil novecientos noventa y ocho “Molina, Juan Antonio c/. Horacio Labandeira - Ordinario” y Sentencia nº 136 del 07 de  noviembre  del corriente en “Barseghian Feliú S. R. L. y otro c/. Caja Patronal de Accidentes de Trabajo del Centro de Constructores de Córdoba - Daños y perjuicios”, entre otras).

Es así, desde que una de las partes que interviene en la relación jurídica es comerciante. Obviamente, una sociedad anónima tiene tal condición, (Código de Comercio: Art. 6: Los que verifican accidentalmente algún acto de comercio no son considerados comerciantes. Sin embargo, quedan sujetos, en cuanto a las controversias que ocurran sobre dichas operaciones, a las leyes y jurisdicción del comercio. Art. 7: Si un acto es comercial para una sola de las partes, todos los contrayentes quedan por razón de él, sujetos a la ley mercantil, excepto a las disposiciones relativas a las personas de los comerciantes y salvo que de la disposición de dicha ley resulte que no se refiere sino al contratante para quien tiene el acto carácter comercial. Art. 8: La ley declara actos de comercio en general: ... 6. Los seguros y las sociedades anónimas, sea cual fuere su objeto ...).
Sentada esta premisa, corresponde entrar a la reflexión que merece la prueba colectada.

Recalco que en el pleito que tenemos a consideración, sólo una de las partes es comerciante, motivo por el cual el examen de los elementos de convicción se llevara a cabo partiendo de la situación particular planteada y atendiendo, en especial, a la actividad probatoria llevada a cabo por quien alega la inexistencia de la obligación o la extinción de la deuda cuyo cobro se persigue en estas actuaciones.
VII. Veamos, a continuación, la importancia de los libros de comercio ya que a través de ellos puede resolverse la cuestión traída a nuestra ponderación.

En lo que hace a la contabilidad distintos autores se han ocupado de encontrar, estudiando la historia, los orígenes de esta modalidad de contabilizar las cuentas.

Relatan Fernández y Gómez Leo
, que la doctrina comercialista está de acuerdo en que la necesidad de registrar los negocios comerciales surge desde tiempos muy antiguos y está referida, fundamentalmente, a los negocios de crédito
.

Al respecto, dice Fontanarrosa que no es necesario ser comerciante para advertir la utilidad de llevar una cuenta ordenada de los recursos y de los gastos
. 

Aquellos autores señalan como antecedentes históricos ilustrativos los de los pobladores de Sinear, país que más tarde se llamó Babilonia, que tenían por costumbre dejar constancia documental de los negocios que realizaban, destacándolos con expresiones técnicas tales como “comprado”, “arrendado”, “pagado”. Más adelante, encuentran otros en el Código de Hammurabi, en el que al mencionarse al personal de comercio “ocasionalmente se hace referencia a un tenedor de libros en uno de los documentos”. Indican que en Grecia, en donde si bien no hay constancias que permitan afirmar que todos los comerciantes llevaran libros, sí que los hacían quienes se dedicaban al cambio de moneda, préstamos pignoraticios y, principalmente, los banqueros, quienes siendo depositarios llevaban el servicio de caja de sus clientes. En Roma, las referencias se presentan con mayor amplitud cuantitativa y cualitativa, puesto que todo ciudadano acomodado tenía sus libros domésticos donde se llevaban los apuntes día por día de las entradas y salidas, de las partidas del debe y el haber, registraciones que se trasladaban, por lo general en forma mensual, a otros asientos. Ubican en la Edad Media, además del libro Diario, al Copiador de Cartas y a al Balance Anual. Reseñan una serie de disposiciones legales y concluyen en la determinación del art. 55 del Código de Comercio Argentino, en el que Vélez Sársfield tuvo por fuente el art. 32 del Código de Comercio español, que había seguido las ordenanzas de Bilbao, y el art. 220 del Código de Portugal
.

Fontanarrosa recomienda para quienes deseen avanzar en el estudio de las registraciones, ver, entre los tratados más accesibles, a Maynz, II, § 332 y notas, Perozzi, II, § 163; Bonfante, § 155; Arangio-Ruiz, páginas 328/32; Sohm-Mitteis-Wenger, § 67, pág. 381; para indicaciones históricas y citas de textos, E. Costa, “Storia del dirittto romano privato”, 2ª ed., Frat. Bocca, Torino, 1.925, págs. 342 y siguientes y notas. Más detalles y referencias históricas en Hamel et Lagarde, I, nº 235 a 237, págs. 285 y siguientes, Miranda Valverde, Trajano de, “Força probante dos livros mercantiles”, Forense, Río de Janeiro, 1.960, pág. 9 y siguientes
.
Como advertencia, debemos apuntar que las registraciones realizadas en los Libros de Comercio tienen el carácter de declaraciones unilaterales de voluntad inidóneas para crear un título a favor de la misma persona que las hace, máxime cuando, por otro lado, existen otras pruebas que desvanecen tales enunciaciones, como los recibos y oferta de renegociación de deuda.

Ello debe tenerse muy especialmente en cuenta, a la hora de la valoración de las pruebas toda vez que no es lo mismo hacerlo desde la óptica y la rigidez del derecho civil que desde la, a veces laxitud, del ordenamiento mercantil.

El más Alto Tribunal de la República ha dicho que las normas que exigen a los comerciantes llevar una contabilidad completa y ordenada, se inspiran en la finalidad de proporcionar la comprobación rápida del contenido de sus operaciones, con proyecciones indudables en el ámbito de los procedimientos judiciales, del ejercicio del poder de policía y de la percepción de la renta pública, lo que obliga a extremar la atención en su particular observancia
. 

Tal aserto, nos permite inferir que en punto a la registración de las operaciones debemos advertir que puede ésta resultar una obligación o una necesidad.

Es así, ya que la contabilidad del comerciante interesa a los terceros que contratan con él, porque les facilita la prueba en caso de discrepancias o litigios, lo que de otro modo y en razón de la rapidez, naturaleza y modalidades de las transacciones comerciales podría resultarles difícil o imposible por la falta de documentos que las acrediten.

Para que los libros de comercio sirvan como plena prueba a favor de la parte que los exhibe, debe tratarse de pleitos seguidos entre comerciantes, de modo que los libros de uno de ellos puedan ser neutralizados por los asientos del otro.

Es preciso que los libros sean de la clase y número previstos en la ley, llevados en legal forma, encuadernados y rubricados (art. 43, 44, 53, 54, 55 y 63 del Código de Comercio).

Los libros no llevados en esa forma pueden ser prueba contra el comerciante que los lleva, pero no a su favor (art. 63, 2ª parte).

Estas reglas responden a la circunstancia de que se trata de una excepción al principio de que nadie puede crearse un título “nemo sibi adscribit y nemo tenetur edera contra se”.

Aunque los asientos de los libros de comercio no constituyen prueba plena frente a un no comerciante, cabe reconocerles un valor presuncional, cuya eficacia probatoria el juez debe apreciar y establecer de acuerdo con las circunstancias de cada caso.

Las contabilidades precarias llevadas con claridad y no sospechosas pueden tener también un valor indiciario, que se apoye en otros elementos de convicción.

También los estudios contables basados en los comprobantes, documentos que respalden las registraciones o anotaciones hechas fuera de aquellos requisitos, puedan tener fuerza probatoria -con abstracción de la prueba de los libros de comercio propiamente dicha- por ser una combinación de la prueba instrumental con la pericial; cuyo alcance de convicción debe apreciarse de acuerdo con las reglas de la sana crítica (conforme disposiciones del Código Procesal)
.

No debe perderse de vista que quien acepta someterse a las constancias de los libros de su contrario, participa de esa prueba, se sujeta a su resultado y, en consecuencia, debe producir prueba en contra de dichos asientos, siendo irrelevante la simple negativa
.

El art. 63 del Código de Comercio establece como principio general, que los libros de comercio harán prueba en litigios sostenidos entre comerciantes.

Este principio no es absoluto y esa prueba podrá tenerse en cuenta también en juicios seguidos contra no comerciantes, cuando los asientos contenidos en los libros se hallan respaldados por la documentación pertinente (conf. art. 43) y ésta fue acompañada en autos.

Como ejemplo, vale el siguiente caso: si ante el reclamo de cobro de la suma adeudada por la internación de una persona el establecimiento hospitalario no aportó comprobante alguno que corrobore lo asentado en los libros, no cabe hacer excepción al principio general contenido en el art. 63, en cuanto a la trascendencia de la prueba consistente en los libros del comerciante, si el juicio no es seguido contra otro comerciante.

Sostener lo contrario sería admitir que una parte, comerciante, puede constituirse libremente la prueba de crédito con sólo asentarlo -por el monto que fuere- en sus libros de comercio, litigando contra un no comerciante que por tanto, no lleva libros, sin que medie como requisito para la plena admisión de esa prueba, el respaldo detallado y preciso de los comprobantes que acrediten cada rubro que se trasladó a los libros
. 

En igual sentido, se afirmó:

No es posible acreditar fehacientemente la existencia de ventas de mercaderías con las constancias contables de la parte actora que se dice acreedora del precio, por más que allí figuren las operaciones asentadas debidamente según un sistema contable autorizado, en tanto esos asientos no estén respaldados por la documentación que sirva de prueba oponible a la parte contraria.

De otra manera resultaría que una de las partes con ser comerciante y llevar correctamente sus libros o su sistema contable autorizado, podría fraguar créditos sin necesidad de aportar como prueba ningún elemento de juicio emanado de la parte presuntamente deudora u otra prueba “independiente”, vale decir, que no sea producida por quien afirma la obligación.

El tercer párrafo del art. 63 del C. de Comercio supone que los libros del accionante están llevados en forma para servir de prueba frente al contrincante lo que no sucede cuando las registraciones no tienen respaldo en documentación adecuada, por lo que no hacen prueba contra la parte accionada (art. 43 in fine C. de Comercio) de manera que ésta no ha tenido necesidad de contrarrestarlos con sus propios libros.

No es posible acreditar fehacientemente la existencia de ventas de mercaderías con las constancias contables de la parte actora que se dice acreedora del precio, por más que allí figuren las operaciones asentadas debidamente según un sistema contable autorizado, en tanto esos asientos no estén respaldados por la documentación que sirva de prueba oponible a la parte contraria.

De otra manera resultaría que una de las partes con ser comerciante y llevar correctamente sus libros o su sistema contable autorizado, podría fraguar créditos sin necesidad de aportar como prueba ningún elemento de juicio emanado de la parte presuntamente deudora u otra prueba “independiente”, vale decir, que no sea producida por quien afirma la obligación
.

Lo expuesto es parte del criterio que sostuve en “Libros de Comercio, forma y prueba”, en Temas de Derecho Privado I,  pág. 189, Editorial Advocatus, Córdoba, 2.002. 

VIII. Dije, también, que en otro orden de ideas, no puede perderse de vista que si bien podría interpretarse que la negativa de la autenticidad de la prueba documental y de la recepción de las facturas, por ejemplo, permitiría aseverar que en principio tal desconocimiento priva del debido respaldo documental como complemento de los asientos contables, conforme lo preceptuado por los arts. 43 y 44 del Código de Comercio, dicha imposición legal no debe exagerarse sino que reclama una interpretación razonable.

La exigencia sistemática del respaldo documental de cada asiento, desnaturalizaría el principio adoptado por nuestro código respecto de la eficacia probatoria de los libros entre comerciantes.

Ni el art. 43, ni el 63, requieren que cada uno de los asientos sea comprobado documentalmente; por lo demás, tal exigencia contradice lo dispuesto por el art. 56 como principio.

Sostener lo contrario, importa tanto como reemplazar la prueba de los libros por la prueba documental o instrumental.

La complementación documental de las constancias contables debe entenderse como el nexo entre los asientos y los documentos existentes que justifiquen la naturaleza de las operaciones registradas, lo cual encuentra respaldo en la letra del mentado art. 63, que hace referencia a los “asientos” sin otra especificación.

El art. 43
 debe ser interpretado en forma razonable de modo que:

a) no se desmaterialice el principio del código sobre la eficacia probatoria de los libros de comercio;

b) no contradiga lo prescripto en el art. 26, inc. 1;

c) no otorgue mayor importancia a las facturas o remitos, la prueba de cuya autenticidad puede ser una tarea muy difícil, debilitando la confianza del público en los instrumentos que la legislación ha querido robustecer, y

d) no deje sin aplicación practica la disposición del art. 63, párr. 4, que faculta al juez a pedir prueba supletoria cuando los asientos y la documentación complementaria puedan aparecer dudosos.

Dentro de los presupuestos que debe satisfacer la contabilidad para que se la considere regularmente llevada, es menester el respaldo documental de los asientos, pero sin que este represente -en todos los casos- la exigencia de que dicha documentación sea reconocida, ni su autenticidad probada para avalarlos
.

Las normas que exigen a los comerciantes llevar una contabilidad completa y ordenada se inspiran en la finalidad de proporcionar la comprobación rápida del contenido de sus operaciones, con proyecciones indudables en el ámbito de los procedimientos judiciales, del ejercicio del poder de policía y de la percepción de la renta pública, lo que obliga a extremar la atención en su particular observancia
.

Queda en claro, entonces, que más allá de la obligatoriedad, es palpable la conveniencia de llevar una contabilidad adecuada mediante los libros que ordena la ley y aquellos otros que sean útiles a tal fin.
IX. Es connatural al ejercicio del comercio, la obligatoriedad de seguir un orden uniforme de contabilidad y tener en legal forma los libros necesarios a este fin (arts. 33, inc. 2º, 43, 44 y 63 del Código de Comercio), ello por cuanto derivan del carácter profesional de su actividad, y se trata de impedir el fraude y favorecer la buena fe, es decir, proteger el ejercicio del comercio contra la improbidad de los comerciantes.

Las constancias no rubricadas no carecen de todo valor, sino que constituyen un indicio que deberá ser debidamente merituado por el juzgador.

Sólo puede llevarse en regla a los fines perseguidos por el Código de Comercio, los libros mencionados en el art. 44 (indispensables) y siguientes (auxiliares), previo inexorable cumplimiento del requisito de presentación ante el Registro Público de Comercio para su individualización y rúbrica.

El art. 55 del citado cuerpo normativo, dispone que los libros mercantiles que carezcan de algunas de las formalidades prescriptas en el art. 53, no tienen valor alguno en juicio en favor del comerciante a quien pertenezcan.

Por su parte, el art. 56 establece que el comerciante que omita en su contabilidad alguno de los libros que se declaran indispensables por el art. 44, será juzgado en la controversia que diere lugar a la providencia de exhibición y cualquiera otra que tenga pendiente, por los asientos de los libros de su adversario (art. 53 y 54 CComercio).

X. A fs. 130/132, luce el dictamen pericial efectuado por el Contador Alejandro Molnar.

Del mismo surge que la actora lleva su contabilidad mediante un complejo sistema integrado de computación del que se obtienen los libros Diario (de hojas móviles), auxiliares de ventas IVA y compras IVA, estado de cuentas corrientes, etc. y conforme al Código de Comercio y legislación complementaria, la información anual con el resultado de operaciones y estado patrimonial es transcripto al Libro Inventario y Balances rubricado, cuya copia de habilitación por el Juzgado de Concursos y Quiebras se adjunta.

Del Libro Inventario y Balance nº 5, se extrae que el Sr. Jabase integra el grupo de cuentacorrentistas individualizado bajo el nº J-525 y que según los registros consultados mantiene una deuda con la accionante por la misma cantidad que se demandó a fs. 77, teniendo en cuenta los recibos de pago emitidos por Distribuidora Colón S. A.   

XI. Acerca de la valoración de este medio probatorio, puede decirse que impone la sana crítica que quien dicte sentencia, explique cuál ha sido el proceso lógico de su razonamiento, puesto que de lo contrario permitiríamos al juez una apreciación arbitraria de los medios de prueba, o lo que es aún más grave, que resuelva fuera de lo que ellos determinan o bien en contra de lo que ellos definen.

En ese orden de ideas, hay que decir que el juez tiene el deber jurídico de observar las reglas fundamentales de la lógica, de la sicología y de la experiencia común.

En punto a la prueba pericial, debe tenerse presente que es el medio por el cual personas ajenas a las partes, que poseen conocimientos científicos, artísticos o prácticos -más amplios que por lo común pueden tener los jueces- perciben, verifican hechos y hacen saber a los magistrados su opinión fundada en la interpretación de los mismos, apreciándolos de acuerdo a esos conocimientos especiales que tienen y que sirven para formar la convicción del sentenciante.

Obviamente, debe también quedar en claro que el juicio de valor que emite el técnico en determinada materia, no puede sustituir la opinión del Juez que es soberano para juzgar los hechos litigiosos, la conducta de las partes y la norma jurídica aplicable a la resolución del caso.

Para apartarse del juicio de un entendido el magistrado tiene que dar a saber cuales son las razones de entidad suficiente que justifiquen esa decisión.

A tal fin, debe demostrar que el dictamen se halla en contra de principios lógicos o máximas de experiencia, o bien que en el pleito encuentra otros medios de pruebas de mayor valor para acreditar la existencia de la veracidad de lo controvertido, (cf.: mi voto en autos: “Merlino, Enio c/. Miguel Alercia - Ordinario”, Sentencia nº 65 del 17 de mayo de 1.990, entre otros).

La actividad probatoria del demandado ha sido nula en orden a demostrar que la deuda que se reclama no se ha abonado como lo ha sostenido el experto, razón por la cual debe estarse a lo alegado y probado por la parte actora.

Ello es así, al no haberse opuesto argumentos científicos de mayor valor y/o atendibilidad que los proporcionados por el perito interviniente, motivo por el cual cabe aceptar sus conclusiones.

Al respecto, Palacio (“Derecho Procesal Civil”, T. IV, p. 720, y sus citas), ha señalado que cuando la prueba “aparece fundada en principios y procedimientos técnicos no objetables y no existe otra prueba que la desvirtúe, la sana crítica aconseja, frente a la imposibilidad de oponer argumentos científicos de mayor valor, aceptar las conclusiones de aquél”, (cf: mi voto en “Pérez de Cufré, Sumilda Esther y ot. c/. Oscar Cresencio Córdoba y ot. - Ordinario”, Sentencia nº 53 dictada el dieciséis de mayo del corriente).

El medio probatorio analizado, beneficia la postura asumida por la demandante.

XII. A fs. 129 presta declaración el Arquitecto Fernando Avalle, quien manifiesta haber trabajado en el ejercicio de su profesión para el accionado y, por él, haber signado los dos remitos fechados el siete de enero de mil novecientos noventa y nueve y el del veintinueve del mismo mes y año y que corresponden a material que la actora remitía al Sr. Jabase para las obras o construcciones que éste llevaba a cabo. Agrega que los pedidos que se realizaban eran recibidos por el deponente o por empleados del demandado quien operaba comercialmente con la demandante por cuenta corriente.

Los testimonios de los Sres. Edgar Omar Arguello de fs. 108 vta. y José Luis Alvarez de fs. 124, ambos empleados de la actora, son contestes en afirmar que el Sr. Jabase requería material de la Distribuidora que era entregado en las obras de Quintas del Mirador, en calle Maldonado de barrio Los Plátanos y en calle Echevarría y en el country La Herradura, en cada caso.

Estos testimonios, no han sido cuestionado por lo que tienen plena fuerza convictiva según la previsión del art. 314 de la ley ritual.

Al respecto, este Tribunal tiene dicho, que:
“El testimonio, como hecho o acto jurídico, da indefectiblemente a quien lo escuche o lea la idea de otro hecho: el que constituye su objeto. Es siempre una declaración representativa o un medio de representación personal o subjetiva” (Teoría General de la Prueba Judicial, Devis Echandía - T. II - pág. 34). Para que el testimonio tenga mérito probatorio no puede basarse en simples suposiciones, o afirmaciones carentes de razón; es indispensable que conste del dicho del testigo que ha tenido conocimiento de lo que afirma por haberlo percibido: el testimonio debe contener la llamada “razón del dicho”, o sea, la explicación de las circunstancias (cuándo, cómo, en que tiempo y lugar, etc.) que hagan verosímil el conocimiento de los hechos por el testigo y la ocurrencia del hecho. De lo contrario el testimonio carece de fuerza probatoria.”, (Del voto de los Dres. Alvarez de Varas, Sársfield Novillo y Rampini, en autos: “Casas Fernando Miguel c/. Gloria B. Nabas - Daños y perjuicios”, sentencia n° 2, del 21 de febrero de 1.991).

Por su parte, el art. 327 del mismo cuerpo normativo, en punto a la valoración de la prueba, decide que salvo disposición legal en contrario, los tribunales formarán su convicción respecto de la misma, de conformidad con las reglas de la sana crítica.

Por eso, resulta importante recordar como debe llevarse a cabo esa valoración.

“Se llama sana crítica racional al sistema de valoración de las pruebas que excluye toda limitación o anticipación valorativa de la ley en la obtención del convencimiento, el que debe ser orientado por las reglas de la lógica, de la sicología y de la experiencia. Se quiere que el juez proceda conforme al recto entendimiento humano, para determinarse libremente en su convicción sobre el descubrimiento de la verdad. De aquí que no haya diferencia sustancial entre la “sana crítica” y “libre convicción”. Ambas son expresiones utilizadas por nuestros códigos procesales (civil y penal) con idéntica significación, pero haciendo una referencia al método (sana crítica) y la otra al resultado (libre convicción). Ambas a la vez excluyen por un lado lo que se conoce por íntima convicción propia de los tribunales legos y el sistema legal de prevaloración. Proceder conforme a las reglas de la sana crítica en la obtención de la fuerza probatoria de los testimonios, es proceder sin sujeción a normas legales que nos obliguen a darnos por convencidos o que nos impidan darnos por convencidos en contra de lo que realmente nos ocurra. Por otra parte, esas reglas implican también excluir todo sentimentalismo, emotividad o impulso que sea exclusivo producto de conclusiones íntimas carentes de contralor racional ... El testigo transmite lo que sabe para proporcionar prueba de hechos que interesan al proceso donde depone. Luego, él debe haber adquirido y retenido la factibilidad que expone. Más que el tubo por cuyo interior el juez llega a la realidad, el testigo se muestra como el guinche de la grúa que obtiene la carga del barco, la conserva en su movimiento traslativo y la deposita en el muelle conforme fue extraída. Tres son, pues, los enfoques circunstanciales para la crítica del testimonio: 1. el acto de percepción u obtención del conocimiento; 2. el lapso de retención o conservación de lo percibido, y 3. el acto de transmisión o exposición de lo percibido y conservado. En cada una de estas oportunidades deberá ponerse en juego todo el conjunto de reglas en que se resuelve el sistema.”, (cf.: Jorge A. Claría Olmedo, “La prueba testimonial en el procedimiento civil de la Provincia de Córdoba”, pág. 32, Marcos Lerner Editora Córdoba S. R. L., 1.975).

“Partiendo del significado literal, sana crítica es el arte de juzgar de la bondad y verdad de las cosas sin vicio ni error; constituye un modo correcto de razonar, de reflexionar y pensar acerca de una cosa; en el caso, acerca de prueba producida en el proceso. Como la ciencia que expone las leyes, modos y formas del razonamiento, es la lógica, sana crítica es el sistema que concede al juez la facultad de apreciar libremente la prueba pero respetando las reglas de la lógica y las máximas de la experiencia. La lógica proposicional tiene sus propias leyes que no pueden ser ignoradas por el juez, tales como el principio de identidad, del tercero excluido, de la doble negación y de contradicción, entre otros. En el sentido indicado, la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires ha dicho que las reglas de la sana crítica son normas de lógica que operan en el criterio personal de los jueces, o bien que son “reglas del entendimiento humano”, “criterios de lógica no precisados en la ley, meras directivas señaladas al juez cuya necesaria observación queda sometida a su prudencia, rectitud y sabiduría. Los principios de la lógica tienen que ser complementados con las llamadas “máximas de experiencia”, es decir con “el conocimiento de la vida y de las cosas que posee el juez”, (cf.: Roland Arazi, “La prueba en el proceso civil”, pág. 102, Ediciones La Rocca, Bs. As., 1.986).

Más arriba, se aludió a las “máximas de la experiencia”.

Estas, son el conjunto de conocimientos que el juez ha obtenido culturalmente con el uso, la práctica o sólo con el vivir. Esos conocimientos son utilizados para apreciar la prueba. 

Las máximas de experiencia forman parte del caudal cultural del juez y no es necesario alegarlas ni probarlas, ya que el juez las aplicará en su sentencia. No se trata de introducir elementos probatorios emanados del mismo juez (conocimiento particular del hecho), sino de datos experimentales que si no estuvieran introducidos en el proceso, imposibilitarían prácticamente la sentencia.

Agrega Arazi: “No obstante la diferencia con los hechos notorios, señala Calamandrei que las máximas de experiencia, tan claramente separadas de aquellos por Stein, presentan, bajo un determinado ángulo visual, cierta afinidad de carácter que permiten considerarlos como un fenómeno sustancialmente único. En ambos casos el juez puede servirse de su ciencia privada y ello porque unos y otros tienen cabida en el patrimonio de nociones común y pacíficamente acogidas en un determinado círculo social, que genéricamente podemos denominar cultura”, (ob. cit., pág. 56).

En definitiva, aplicando los conceptos recién transcriptos, debe concluirse en la existencia de la deuda reclamada al accionado.

XIII. La inadmisibilidad del recurso de apelación articulado, conlleva la imposición de las costas en esta Sede.

XIV. Procede la regulación de los honorarios del letrado de la parte vencedora.

XV. Así voto.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. MIGUEL ANGEL BUSTOS ARGAÑARAS, dijo:

Voto en igual sentido que el Sr. vocal preopinante, por haber expresado él mismo la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola íntegramente.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. HECTOR HUGO LIENDO, dijo:

Voto en igual sentido que el Sr. Vocal Dr. Sársfield Novillo, por haber expresado él mismo la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola íntegramente.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. MARIO SÁRSFIELD NOVILLO, dijo:

Propongo que se desestime el recurso de apelación deducido por el Sr. Eduardo Jabase y, en consecuencia, se confirme en todas sus partes el decisorio cuestionado, con costas a cargo del recurrente, y se regulen los honorarios del Dr. Carlos A. Alveroni en la suma de pesos setecientos veintiuno con setenta y seis centavos ($ 721,76) equivalente al cuarenta por ciento (40%) del punto medio de la escala legal aplicada sobre lo que ha sido materia de discusión en la Alzada, (arts. 130 del C. P. C. C. y 25, 34, 36, 37, 29 y conc. de la ley 8.226).

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. MIGUEL ANGEL BUSTOS ARGAÑARAS, dijo:

Voto en igual sentido que el Sr. vocal preopinante a la segunda cuestión planteada, por compartirla íntegramente.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. HECTOR HUGO LIENDO, dijo:

Voto en igual sentido que el Sr. Vocal Dr. Sársfield Novillo a la segunda cuestión planteada, por compartirla íntegramente.

Por tanto, atento el resultado de los votos que anteceden el Tribunal

RESUELVE:

I. Desestimar el recurso de apelación deducido por el Sr. Eduardo Jabase y, en consecuencia, confirmar en todas sus partes el decisorio cuestionado

II. Costas a cargo del recurrente. Regular los honorarios del Dr. Carlos A. Alveroni en la suma de pesos setecientos veintiuno con setenta y seis centavos ($ 721,76). Protocolícese y bajen.
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